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evitar una situación claramente injusta que se produci-
ría al tener en cuenta una cuantía a efectos de la tasa-
ción de costas y otra diferente en orden al [acceso] al 
recurso de casación». En aplicación del criterio expuesto 
se fijan en el Auto recurrido las minutas de los Procura-
dores, señalándose que «de la misma forma habrá de 
ser de aplicación el artículo 523.4 a las minutas de los 
letrados en el momento procesal oportuno en que se 
resuelve el incidente por el carácter excesivo de los 
honorarios». Así pues el órgano judicial, al proceder en 
su Auto de 22 de diciembre de 2000 a la cuantificación 
de los honorarios de los Procuradores, que habían sido 
impugnados por excesivos, toma como cuantía del pro-
ceso la que había sido fijada por el Tribunal Supremo el 
resolver el recurso de queja contra el Auto que denegó 
al demandante de amparo la preparación del recurso 
de casación contra la Sentencia de apelación, inferior, 
en todo caso, a los 6.000.000 de pesetas, razonando al 
respecto que era contrario a la seguridad jurídica tomar 
en consideración a efectos de la tasación de costas una 
cuantía del proceso distinta a la que se ha tenido en 
cuenta para el acceso al recurso de casación, llegán-
dose incluso a indicar en el mencionado Auto que 
habría de aplicarse el mismo criterio al resolver el inci-
dente de tasación de costas por el carácter excesivo de 
las minutas de los Letrados.

Pues bien, en contra de lo que se anunció en el citado 
Auto, el Juzgado de Primera Instancia núm. 11 de Madrid, 
al resolver la impugnación por excesivos de los honora-
rios de los Letrados en el Auto ahora recurrido en amparo 
transcurridos más de dos años, una vez evacuado el 
informe del Colegio de Abogados de Madrid, no toma 
como cuantía del proceso la que había fijado el Tribunal 
Supremo en el recurso de queja contra el Auto que 
denegó la preparación del recurso de casación, sino la 
alegada en su día por los Letrados en sus escritos de con-
testación a la impugnación por el demandante de amparo 
de sus honorarios como excesivos, respecto a la que se 
había pronunciado favorablemente el dictamen del Cole-
gio de Abogados, esto es, la de 60.000.000 de pesetas, 
que aquéllos sostenían que correspondía al valor del 
inmueble fijado en el contrato de compraventa objeto del 
litigio.

Así pues, en el Auto recurrido en amparo el órgano 
judicial cambia el criterio que había mantenido en su 
anterior Auto de 22 de diciembre de 2000 para fijar la 
cuantía del proceso en orden a tasar las costas causadas 
en la instancia, criterio que fue el único tomado en consi-
deración para resolver la impugnación, sin que además 
ofrezca justificación alguna, explícita o implícita, del cam-
bio de criterio, ni siquiera por referencia a su anterior 
Auto, que no es objeto de ninguna consideración en el 
Auto recurrido, no siendo posible identificar por tanto la 
razón de dicho abandono. En definitiva, en el Auto impug-
nado se le ha dado al recurrente en amparo una respuesta 
radicalmente distinta a la obtenida del mismo órgano 
judicial en el Auto aportado como término de contraste, 
que resuelve idénticas cuestiones planteadas por el 
mismo recurrente.

6. Al fin de restablecer al demandante de amparo en 
la plenitud de su derecho basta con disponer la retroac-
ción de las actuaciones al momento inmediatamente 
anterior al de dictarse el Auto recurrido, a fin de que por el 
mismo órgano judicial se dicte, con plenitud jurisdiccio-
nal, una nueva resolución mediante la que se elimine el 
resultado disconforme con el derecho fundamental a la 
tutela judicial efectiva, de tal forma que la fundamenta-
ción de la nueva resolución que se dicte explicite las razo-
nes por las que se resuelve de modo diferente a como se 
hizo en el Auto aportado como término de contraste, a 
menos que se decida de modo idéntico.

En este sentido ha de señalarse, respecto a la petición 
formulada por la representación procesal de don José 
Luis Gutiérrez Prida y otros, que corresponde al órgano 
judicial determinar los efectos de la anulación del Auto 
recurrido en amparo sobre los honorarios de la Letrada 
doña Carmen Criado Escalonilla.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Estimar la demanda de amparo presentada por don 
Pablo Martín Berrocal y, en su virtud:

1.º Declarar vulnerado el derecho del recurrente en 
amparo a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.º Restablecerlo en su derecho y, a tal fin, declarar la 
nulidad el Auto del Juzgado de Primera Instancia núm. 11 
de Madrid de 4 de junio de 2003, recaído en el incidente de 
tasación de costas del juicio de menor cuantía núm. 231/92, 
retrotrayendo las actuaciones al momento inmediata-
mente anterior al de dictarse el referido Auto, a fin de que 
se dicte otra nueva resolución conforme con el contenido 
del derecho fundamental vulnerado, en los términos reco-
gidos en el fundamento jurídico 6.

3.º Desestimar la demanda en todo lo demás.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de febrero de dos mil 
seis.–Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín 
de Hijas.–Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y ru-
bricado. 

 5798 Sala Primera. Sentencia 62/2006, de 27 de 
febrero de 2006. Recurso de amparo 4575-2003. 
Promovido por don Miguel Ángel Pérez 
Redondo respecto a las resoluciones de la 
Audiencia Provincial de Toledo y de un Juz-
gado de Vigilancia Penitenciaria en procedi-
miento sobre permiso de salida. 

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso al recurso legal): STC 114/2004 
(devolución de un escrito por parte de un Pre-
sidente de Audiencia).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 4575-2003, promo-

vido por don Miguel Ángel Pérez Redondo, represen-
tado por la Procuradora de los Tribunales doña María 
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del Carmen Olmos Gilsanz y asistido por el Abogado 
don Fernando Crespo Vadillo, contra la decisión del Pre-
sidente de Sección Primera de la Audiencia Provincial 
de Toledo de 17 de junio de 2003 que ordenó devolverle 
un escrito recurriendo la denegación por un Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria de un permiso de salida. Ha 
intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el 
Magistrado don Manuel Aragón Reyes, quien expresa 
el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 

10 de julio de 2003, don Miguel Ángel Pérez Redondo, 
interno en el centro penitenciario Ocaña I, manifestó su 
intención de recurrir en amparo contra la resolución 
citada en el encabezamiento. Una vez efectuados los 
oportunos nombramientos de Abogado y Procurador 
de oficio y remitido el testimonio de las actuaciones, la 
Procuradora de los Tribunales doña María del Carmen 
Olmos Gilsanz formalizó el 3 de noviembre de 2003, 
mediante la correspondiente demanda, la interposición 
del recurso de amparo contra el Auto del Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de Ocaña de 2 de junio 
de 2003, que inadmitió el recurso de apelación inter-
puesto contra los Autos del mismo Juzgado que confir-
maron la denegación del permiso de salida solicitado 
por el demandante de amparo, y contra la decisión del 
Presidente de la Sección Primera de la Audiencia Pro-
vincial de Toledo de 17 de junio de 2003, en virtud de la 
cual se devolvió al recurrente el escrito presentado 
interponiendo recurso de queja contra el anterior y se 
le hacía saber que contra las resoluciones del Juzgado 
de Vigilancia Penitenciaria denegando un permiso de 
salida no cabe recurso alguno.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los que se expresan a continuación:

a) Don Miguel Ángel Pérez Redondo solicitó permiso 
extraordinario de salida en el centro penitenciario en el 
que se encuentra interno, para asistir al acto de la primera 
comunión de su hijo, siendo denegado por la dirección 
del mismo, previo informe negativo del equipo técnico. 
Interpuesta queja por el interno frente a dicha denega-
ción, el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de 
Ocaña la desestimó por Auto de 20 de marzo de 2003 
(asunto núm. 1232-2003). Recurrido dicho Auto en 
reforma, el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria lo deses-
timó por Auto de 29 de abril de 2003.

b) El demandante de amparo presentó escrito pro-
moviendo recurso de apelación contra dicha resolución 
ante el propio Juzgado, interesando al propio tiempo el 
nombramiento de Abogado y Procurador de oficio para 
su formalización. Por Auto de 2 de junio de 2003 el Juz-
gado acordó la inadmisión del recurso, con fundamento 
en el criterio sustentado al respecto por la Audiencia Pro-
vincial de Toledo en el sentido de que no cabe recurso de 
apelación contra los Autos de los Juzgados de Vigilancia 
Penitenciaria desestimatorios de las quejas formuladas 
por los internos contra las denegaciones de permisos de 
salida. En el referido Auto se hacía constar que contra el 
mismo cabe recurso de queja ante la Audiencia Provincial 
de Toledo.

c) Con fecha 9 de junio de 2003 el demandante de 
amparo interpuso recurso de queja contra los precitados 
Autos del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria núm. 2 de 
Ocaña, interesando la admisión de su recurso de apela-
ción, que afirma que se admite en la mayoría de las 
Audiencias Provinciales, e interesando la designación de 
Abogado y Procurador de oficio para su formalización.

d) El recurso de queja y los documentos que se 
acompañaban fueron devueltos al recurrente con un ofi-

cio del Presidente de la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Toledo fechado el 17 de junio de 2003, y diri-
gido al Director del centro penitenciario, del siguiente 
tenor literal: «Adjunto se devuelve el escrito del interno 
Miguel Ángel Pérez Redondo para su entrega al mismo, 
haciéndole saber que contra los autos del Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria resolviendo un recurso de apela-
ción contra una resolución administrativa dictada por la 
Administración Penitenciaria denegando los motivos que 
aduce el interno en su escrito no cabe recurso alguno, de 
conformidad con lo dispuesto en la Disposición Adicional 5.2 
y 3 de la LOPJ, pues sólo pueden acceder a la apelación, a 
través del recurso del mismo nombre ante la Audiencia 
Provincial, aquellas materias expresamente reconocidas 
por la Ley».

3. En la demanda de amparo se alega la vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 24.1 CE) 
en su vertiente de derecho de acceso a los recursos legal-
mente establecidos, por inadmisión indebida del recurso 
de apelación por el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria en 
el Auto de 2 de junio de 2003, y por la de la falta de reso-
lución del recurso de queja interpuesto contra dicha 
inadmisión por parte de la Sección Primera de la Audien-
cia Provincial de Toledo.

4. Por providencia de 9 de marzo de 2005 la Sección 
Primera de este Tribunal acordó la admisión a trámite de 
la demanda de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el 
artículo 52 LOTC, dar vista de las actuaciones del presente 
recurso de amparo en la Secretaría de la Sala, por un 
plazo común de veinte días, al Ministerio Fiscal y a la Pro-
curadora del demandante de amparo, para que, dentro de 
dicho término, pudieran presentar las alegaciones que a 
su derecho convinieran.

5. La representación procesal del demandante de 
amparo presentó escrito de alegaciones el 29 de marzo 
de 2005, ratificando en su integridad las expuestas en la 
demanda de amparo.

6. El Ministerio Fiscal presentó su escrito de alega-
ciones el 4 de abril de 2005, interesando el otorga-
miento del amparo por vulneración del derecho a la 
tutela judicial efectiva (artículo 24.1 CE) en su vertiente 
de acceso a los recursos, debiendo anularse el oficio 
del Presidente de la Sección Primera de la Audiencia 
Provincial de Toledo de 17 de junio de 2003 y ordenar 
que se retrotraigan las actuaciones al momento proce-
sal anterior al mismo para que se tramite conforme a 
Derecho el recurso de queja interpuesto por el deman-
dante de amparo.

7. Por providencia de 23 de febrero de 2006, se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 27 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos
Único. El supuesto que se plantea en el presente recurso 

de amparo es idéntico al resuelto en la STC 114/2004, de 12 
de julio, en la que también se impugnaba una decisión del 
Presidente de la Sección Primera de la Audiencia Provin-
cial de Toledo de igual tenor a la aquí discutida. En aquel 
caso, este Tribunal otorgó el amparo solicitado, acor-
dando la retroacción de actuaciones para que la Audien-
cia Provincial de Toledo proveyera lo necesario en orden a 
la interposición, tramitación y resolución del recurso de 
queja promovido por quien recurría en amparo.

Tras exponer en dicha Sentencia la doctrina y la nor-
mativa aplicables al caso (FFJJ 3 y 4, que damos aquí por 
reproducidos) concluimos en el fundamento jurídico 4 
que «la decisión del Presidente de la Sección Primera de 
la Audiencia Provincial de Toledo que ha quedado repro-
ducida, en cuanto expresiva de la inadmisión y no trami-
tación del recurso de queja interpuesto, no puede consi-
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derarse ajustada a las exigencias constitucionales 
requeridas para la decisión de inadmisión de los recursos 
(artículo 24.1 CE), pues no encuentra cobertura en la legis-
lación procesal e implica la privación irrazonable de una 
decisión sobre el fondo de la pretensión, esto es, de una 
respuesta a la cuestión de si cabía recurso de apelación 
frente a las resoluciones del Juzgado de Vigilancia Peni-
tenciaria en materia de permisos de salida». Por ello, no 
consideramos fundado en Derecho el rechazo del recurso 
de queja ni la negativa a su tramitación contenida en la 
decisión del Presidente de la Sección Primera de la 
Audiencia Provincial de Toledo dirigida al Director del cen-
tro penitenciario para su entrega al recurrente, pues, «una 
vez establecido por el legislador un determinado recurso, 
el acceso al mismo se integra dentro del contenido esen-
cial del derecho a la tutela judicial efectiva, exigiendo que 
su rechazo se acomode a la regulación legal», sin que, en 
el caso, la ley contemple «la posibilidad de que el Presi-
dente de la Audiencia haga saber al recurrente, a través 
del Director del Centro Penitenciario en que se halla 
recluso, que contra las resoluciones del Juzgado de Vigi-
lancia Penitenciaria denegando un permiso no cabe 
recurso alguno».

Por consiguiente, la solución del presente supuesto ha de 
ser igual a la que se adoptó en la mencionada STC 114/2004, 
cuya doctrina hemos reiterado en las SSTC 87/2005, de 18 
de abril, 227/2005, de 12 de septiembre, y 7/2006, de 16 de 
enero, de modo que debemos concluir que la decisión 
judicial discutida ha vulnerado el derecho a la tutela judi-
cial efectiva del recurrente, en su vertiente de acceso a los 
recursos legalmente previstos (artículo 24.1 CE).

El alcance del amparo a otorgar se contrae a la anula-
ción de la decisión del Presidente de la Sección Primera 
de la Audiencia Provincial de Toledo de 17 de junio de 2003 
de devolución al recurrente del escrito de interposición 
del recurso de queja y a la retroacción de actuaciones 
para que dicho órgano judicial provea lo necesario a los 
efectos de resolver sobre la interposición, tramitación y 
resolución del recurso de queja, en términos respetuosos 
con el derecho fundamental afectado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-
cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Miguel Ángel 
Pérez Redondo y, en su virtud:

1.º Reconocer su derecho a la tutela judicial efectiva 
(artículo 24.1 CE).

2.º Anular la decisión del Presidente de la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Toledo de 17 de 
junio de 2003.

3.º Retrotraer las actuaciones al momento inmedia-
tamente anterior al de dictarse dicha decisión, a fin de que 
se dicte nueva resolución respetuosa con el derecho fun-
damental reconocido.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a veintisiete de febrero de dos mil 
seis.–María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado 
Barrio.–Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-
Zapata Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez 
Tremps.–Firmado y rubricado. 

 5799 Sala Primera. Sentencia 63/2006, de 27 de 
febrero de 2006. Recurso de amparo 4772-2003. 
Promovido por don Martín Badía Prat frente a 
la Sentencia de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justi-
cia de Aragón que desestimó su demanda 
sobre responsabilidad patrimonial de la Admi-
nistración.

Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (acceso a la justicia): inadmisión de 
recurso contencioso-administrativo por extem-
poráneo, al no computar su presentación ante 
un Juzgado que se declaró incompetente con 
reenvío de las actuaciones (STC 78/1991).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional compuesta 
por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta; don 
Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y Mon-
tiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel 
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magistrados, ha 
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA
En el recurso de amparo núm. 4772-2003, promovido 

por don Martín Badía Prat, representado por la Procura-
dora de los Tribunales doña Amalia Ruiz García y asistido 
por el Abogado don Manuel Sáez-Benito Ferrer, contra la 
Sentencia de la Sección Tercera de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Aragón, recaída el 20 de junio de 2003 en el recurso con-
tencioso-administrativo núm. 579/99. Ha intervenido el 
Ministerio Fiscal. Ha sido parte el Letrado de la Comuni-
dad Autónoma de Aragón, en la representación que 
ostenta de la Diputación General de Aragón. Ha sido 
Ponente el Magistrado don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, 
quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes
1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-

ral de este Tribunal el 18 de julio de 2003, la Procuradora 
de los Tribunales doña Amalia Ruiz García, en nombre y 
representación de don Martín Badía Prat, interpuso 
recurso de amparo contra la Sentencia de la Sección Ter-
cera de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Aragón de la que se hace 
mención en el encabezamiento.

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los siguientes:

a) El 2 de diciembre de 1998 el demandante de 
amparo formuló reclamación de responsabilidad patri-
monial contra la Diputación General de Aragón, como 
consecuencia de los daños sufridos en un vehículo de su 
propiedad el 26 de octubre de 1998 cuando, circulando 
por la carretera N-240, en el término municipal de Angüés 
(Huesca), colisionó con un jabalí que irrumpió en la calzada.

b) El 17 de mayo de 1999 el Consejero de Agricultura 
y Medio Ambiente de la Diputación General de Aragón 
dictó una Orden desestimando la reclamación. Al pie de la 
misma se hacía constar que «Contra la presente Orden, 
que agota la vía administrativa, podrá interponer recurso 
contencioso-administrativo en el plazo de dos meses a 
contar desde el día siguiente al de la recepción de la 


